COLOMBIA HACIA EL POSCONFLICTO

La desmovilización real de miles de integrantes de las Autodefensas Campesinas de Colombia pone sobre el tapete un reto ineludible: el de la construcción de una política para el posconflicto. Investigadores como Eduardo Pizarro desde hace buen rato vienen planteando el asunto sin encontrar el eco merecido. Si bien es cierto que la paz en sentido estricto es el cese de fuegos, hay que aceptar en el caso colombiano que la desmovilización de todos estos combatientes representa un comienzo. Esto quiere decir que no basta con la dejación de armas para el surgimiento de un nuevo clima de convivencia entre los colombianos.

Hay al menos dos cuestiones que llaman la atención más allá de las expectativas positivas que se derivan del desarme de las Auc: la primera de ellas es la relacionada con el marco jurídico en que se debe inscribir todo este proceso de tal forma que se garantice la aplicación de justicia, haya reparación para las víctimas y se alcance la verdad sobre todos los horrores. Al respecto, lo que ha tomado mayor fuerza es la pretensión de sectores políticos que pretenden poner un punto alto de rigor y exigencia para que el país pueda proceder al otorgamiento de indultos, para el castigo y el perdón. El asunto trasciende la esfera jurídica y cobra un perfil totalmente político. Es algo en que el exceso de celo puede ser tan dañino como el exceso de bondad con quienes cometieron crímenes. En esto no hay ni fórmulas preexistentes, ni modelos que se puedan replicar tal cual se dio en otros países. La sociedad colombiana liderada por el Gobierno, que es el responsable del restablecimiento de la paz, está en el deber de forjar ese marco jurídico a partir del hecho concreto de que el desarme es el paso inicial para pasar a la segunda parte que consiste en la expedición del marco jurídico. Este marco jurídico debe tener al menos tres características para que sea eficaz y creíble: 1.Tener un espectro general, es decir, que pueda ser de aplicación general a todos los grupos irregulares que estén interesados en dejar las armas, 2. tener un espíritu de reconciliación en el sentido de que sobre los indultados y los castigados, la Ley del Estado no permitirá el imperio o el espíritu de la venganza o de la retaliación y 3. que el Estado emerja como el victorioso en el plano de ser el detentador del monopolio de la fuerza y de la justicia.

La segunda cuestión  a la que me quiero referir está más en el orden de la política y de la vida cotidiana, lo trataré de plantear a través de una pregunta: ¿Qué tan preparado está la sociedad para acoger a estos combatientes que buscan su reinserción y que piden perdón? Y este interrogante bien debería ser objeto del debate de las llamadas fuerzas vivas del país, porque se trata de aspectos elementales pero vitales dentro de un proceso real de reinserción como el empleo, las garantías políticas, las opciones empresariales, la educación, la salud. Responder a ello le daría mucha mayor validez a la discusión sobre el rango del castigo que ellos se merecen, que ha sido el tema que ha monopolizado el debate.
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